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INTRODUCCION:

Es con inmensa satisfacción que nos
dirigimos a esta selecta audiencia, en este
encuentro en el que tenemos el honor de
participar y que nos propusimos organizar
con plena conciencia de responsabilidad,'
rogando a Dios, e inspirados en los excelentes
resultados obtenidos en los encuentros
anteriormente rcalizados, confiando en que
los objetivos mayores, motivadores del
magnánimo gesto de aquíestarreunidos, sean
alcanzados.

El tema sobre el cual nos cupo discurrir
se refiere al modelo actualmente adoptado en
nuestro País, para la solución de los conflictos
tributarios en la esfera administrativa de
juicio.

A b o r d a r e m o s  i n i c i a l m e n t e  I a
organización del Estado Brasileño y de los
Poderes  que  e l  componen ,  pa ra ,  a
continuación, referirnos a los Consejos de
Contribuyentes del Ministerio de Hacienda
en el contexto de la Administración Pública
Federal, al tiempo en que trataremos de la
naturaleza de estos Consejos y del alcance y
de los efectos de sus decisiones.
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Haremos una incursión en el juicio
administrativo de los tributos federales, en
los dos grados de jurisdicción y en la
instancia especial.

Presentaremos el sistema tributario
nacional, considerando los tres niveles de
organización político-administrativa del
Brasil, que comprende Ia Unión, los
Estados, el Distr i to Federal y los
Municipios, acentuando como cada uno de
estos entes de Poder actúa en la solución de
los conflictos instaurados con relación a
los tributos de su competencia.

Noticiaremos la existencia de otros
tribunales administrativos y la finalidad
pna la cual fueron creados, así como
ofreceremos (continúa en la página 3)...
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Resulta de entera satisfacción, presentar a ustedes
amables lectores y miembros de la Asociación Iberoamericana
de Tribunales de Justicia Fiscal o Administrativa, la edición de
este Boletín informativo, que es representativo del logro de los
objetivos que persigue nuestra asociación, ya que es muestra
de la continuidad, cooperación y esfuerzo conjunto, que hasta
ahora la mantiene viva, con la firme esperanza de avanzar en el
cumplimiento de las metas que seguro estamos habrán de
alcanzarse.

Dentro de la sección de doctrina, nos enorgullece
presentar la ponencia denominada EL MODELO
BRAISILEÑO DE SOLUCIÓN ADMINISTRATIVA DE
LIDES TMBUTARIAS, expuesta por el Doctor Manoel
Antonio Gadelha Días, Presidente del lo Consejo de
Contribuyentes del Ministerio de Hacienda de la República
Federativa de Brasil, presentada dentro de los trabajos
desarrollados con motivo de la V Asamblea y Jornadas de
Trabajo de la Asociación Iberoamericana de Tribunales de
Justicia Fiscal o Administrativa, que tuvo verificativo los días
los días 29,30 de septiembre y lo de octubre del año próximo
pasado, en la Ciudad de Manaus de la República de Brasil, que
seguro estamos, será de su interés, por cuanto se desarrolla un
estudio del modelo actualmente adoptado en Brasil, para la
solución de los conflictos tributarios en la esfera administrativa
de juicio, lo cual enriquecerá nuestro conocimiento sobre los
distintos sistemas de impartición de justicia administrativa en
América.

Por otra parte, agradecemos la gentlleza que tuvo el
Doctor Ignacio Josué Buitrago, Presidente del Tribunal Fiscal
de la Nación de Argentina de envia¡ a ésta Secretaría Ejecutiva,
el Boletín informativo correspondiente al mes de diciembre de
2004, emitido por dicho órgano de impartición de justicia,

material que pasara a formar parte del aceryo bibliográfico de
la asociación, que indudablemente será de interés general y
utilidad para quien 1o consulte, edición en el que se desprende
que el día 28 de abril de 2005, el mencionado tribunal celebrara
el cuadragésimo quinto a¡iversario de su nacimiento, por tal
motivo nos unimos a dicha conmemoración, y en el rubro de
noticias, nos permitimos reproducir el texto de la ley que crea a
tan importante institución.

También en dicho apartado encontraran algunos aspectos
relevantes de la reforma fiscal aprobada por el Congreso de la
Unión de la República Mexicana en el período de sesiones que
concluyo el 3l de diciembre de 2004.

Por supuesto, les hacemos partícipes de algunos
pensamientos que llevan a reflexionar sobre los mas altos
valores de la humanidad.

I,A COMU'''Í:CACIÓN NORTALECE LA UMDAD.

LA SECRETARIA EJECUTIVA



un abordaje sobre el tratamiento dispensado a las
cuestiones tributarias a lo larso de la historia del
país.

Finalmente, haremos consideraciones
generales sobre el modelo brasileño de solución
administrativa de lides tributarias y destacaremos
algunos de sus puntos positivos.

1. DE LA ORGANIZACIÓN DEL BSTADO Y
DE LOS PODERES EN BRASIL

Reza la Constitución Federal que la
República Federativa del Brasil comprende la
Unión, los Estados, el Distrito Federal y los
Municipios, todos autónomos, existiendo, así, 27
unidades federadas, 1 Distrito Federal (sede de la
Capital) y más de 5.000 municipios.

La Unión y cada una de las unidades
político-administrativas estaduales y la distrital
están compuestas por tres poderes, comprendiendo
el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo y el Poder
Judicial. Los Municipios se componen apenas de
los Poderes Ejecutivo y Legislativo.

En la Unión, el Poder Ejecutivo es ejercido
por el Presidente de la República, auxiliado por los
Ministros de Estado. Para nuestro estudio cumple
informar que el contencioso administrativo-
tributario federal está inserido en la estructura del
Ministerio de Hacienda, siendo, por 1o tanto, un
órgano perteneciente al Poder Ejecutivo federal.

2. DE LA HISTORIA DEL JUICIO DE LAS
LIDES TRIBUTARIAS EN BRASIL

La busca de la solución de las lides
tributarias en Brasil remonta. a los primordios de su
historia post-descubrimiento'. Consta qüe, en 7549,
Tomé de Souza, para instalar el Gobierno General,
trajo consigo al primer Proveedor-Mayor de
Hacienda Real en Brasil2. quien tenía. entre otras

' Oficialmente el descubrimiento del Brasil ocurrió el día
2210411500, por el navegante pornrgués Pedro Álvares
Cabral.

2 Tomé de Souza trajo a tres ayudantes para ocupar los
siguientes cargos: Proveedor-Mayor, encargado de las

atribuciones, la de jtzgar los recursos contra las
decisiones de los Proveedores de Hacienda Real
existentes en cada una de las capitanías
hereditarias3, ya que estos proveedores tenían la
función de no solamente coordinar el lanzamiento,
la ftscalización y la recaudación de tributos, como
también la de ejercer las funciones judicantes, en
primera instancia, en los procesos administrativo-
fiscales. En esta tarea, el Proveedor-Mayor era
auxiliado por dos o'letrados", que recibían el título
de 'Jueces de los hechos de Hacienda Real",
valiendo decir que ya en esta época el juicio en
grado de recurso se daba a través de un tribunal de
deliberación colectiva.

Este sistema vigoró durante más de dos
siglos, hasta que, en 1760, D. José I, por influencia
del Marqués de Pombal, creó el Erario Regio, en
Portugal, e inició en Brasil-Colonia la substitución
de las Proveedurías de Hacienda Real por las
Juntas de la Administración y Recaudación de la
Real Hacienda, más conocidas por Juntas de la
Real Hacienda. De esta forma, los juicios eran
hechos, en las dos instancias, por órganos
colegiados, porque, tanto las Juntas de la Real
Hacienda, como la Junta del Real Erario (órgano
superior) estaban compuestas por varios miembros.

Las Juntas de la Real Hacienda sufrieron
transformaciones en ocasión de la venida de la
Familia Real para Brasil, en 1808, porque sobre
estos órganos estrictamente ejecutivos se sobrepuso
la pesada estructura del Erario Regio Portugués,
que también se transfirió para aqui, con todas sus
funciones de normalización, control y coordinación
central de la administración tributaria del Imperio
Colonial Luso. Por otra parte, el antiguo Erario
Regio portugués, transferido o recreado en Rió de
Enero en el propio año de 1808, fue el origen del
Ministerio de Hacienda,

frnanzas, Oidor-General, que era la mayor autoridad de la
Justicia, y Capitrán-Mayor de la Costa, encargado de la
defensa del litoral de la colorua.

3 El Brasil fue dividido en Capitanías Hereditarias,
creadas a partir del año 1534, comprendiendo fajas
lineares de tierra que se prolongaban desde el litoral hasta
la línea del Tratado de Tordesillas.



En los años siguientes se creó un
significativo número de reparticiones orientadas
hacia la ejecución de las atribuciones de sus
similares en la metrópolis, al tiempo en que ciertos
órganos, como las aduanas, procuraron ganar
autonomía, cortando los vínculos de subordinación
con las Juntas de la Real Hacienda, hechos que se
reflejaron en el área de juicio de procesos fiscales,
ocasionando una multiplicidad de órganos jueces
en función de la especie tributaria.

Para centralizar a juicio de procesos, D. Joáo
VI, entonces Príncipe Regente, creó en 1808, el
Tribunal del Consejo de Hacienda, írgano juez de
última instancia administrativa, al cual estaban
subordinadas las Juntas de la Real Hacienda.
Después de atravesar las turbulencias de los
tiempos del Brasil Reino y de su Independenciaa,
este Tribunal fue extinto, en el año de 1831,
habiendo sus atribuciones sido divididas entre el
Tribunal del Tesoro Nacional y los jueces
territoriales, situación ésta que fue modificada en
1840, cuando los jueces de los hechos de la
hacienda sucedieron a los jueces territoriales en la
competencia para apreciar los procesos fiscales (ley
no 242, del29l l  l /1840).

Posteriormente, en 1850, a través del Decreto
n' 73611850, se creó el Directorio-General del
Contencioso, que asumió la competencia para la
apreciación de tales hechos originándose las
decisiones en los Jefes de Hacienda, del Tribunal
del Tesoro y del Ministro de Hacienda, en materia
de competencia contenciosa, a tener fuerza de
sentencia de los Tribunales de Justicia (Decreto no
2.343tr8s9).

Este sistema perduró hasta 2311211909, por
lo tanto ya .n pi.nu Repúblicai. cuando fue
alterado por el Decreto n' 7.75111909, hecho que
demuestra haberse dado de forma muy lenta, en el
período republicano, a limitación de los privilegios
de que disfrutaba la Hacienda Nacional. Estas
prerrogativas fueron heredadas todavía del período

" En 1611211815, D. Joáo VI promueve Brasil de Colonia a
Reino y crea el Reino Unido de Pornrgal y Argarves. La
rndependencia de Brasil es de 07 10911822,

' La proclamación de la República del Brasil sucedió el
1 5 1 1  1 i  1 8 8 9 .

colonial, en que a Corona Portuguesa se utilizaba
ampliamente de reglamentos para legislar en
materia tributaria, mismo porque era común tal
comportamiento, en una época en que la
organización político-administrativa era absolutista
y se desconocía la separación de los poderes.

Reconociese, así, el predominio del Poder
Judicial en la tutela de los derechos individuales,
en oposición a los abusos cometidos por la
Administración, porque la ampliación del
contencioso administrativo en el período imperial
no llevaba en consideración el derecho del
contribuyente al contradictorio, hasta porque las
decisiones administrativas, conforme ya acentuado,
eran tomadas en carácter definitivo.

En otro paso, ideas liberalizantes, que
culminaron con la creación de órgano paritario de
juicio administrativo-tributario, se hicieron sentir
en el año 1,927, mediante la creación de un Consejo
de Contribuyentes, a través del Decreto no 5.157,
de l2l0LlI927, que consistía de un cuerpo mixto de
juicio fiscal, exceptuándose de su apreciación las
cuestiones relativas al impuesto a la renta.

Mientras tanto, recién con la edición del
Decreto no 20.350, de 31108/1931, es que este
Consejo de Contribuyentes tuvo su existencia
reglamentada e implementada, juzgando litigios
referentes al impuesto de consumo, situación que
perduró hasta el año 1934, cuando fue reformada
por el Decreto n" 24.036, que lo extinguió para
crear en su lugar los lo y 2o Consejos de
Contribuyentes. El 3o Consejo solamente sería
creado en 1964, por el Decreto n" 54.767'.

Importante evolución se produjo en ocasión de
la creación de la Cámara Superior de Recursos
Fiscales - CSRF, por medio del Decreto n' 83.304,
del2810311979. Este órgano colegiado, también de
composición paritaria, substituyó al Ministro de
Hacienda en lo que se refiere a la competencia para
el iuicio de recursos en instancia especial.

6 ^" Consejos de Contribuyentes. Brasília. Disponiblel em:
<http://www.conselhos.fazenda.gov.br>. Acesso el: 08 set.
2004.



3. DE LOS CONSEJOS DE
CONTRIBUYENTES EN EL CONTEXTO DE
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL

Situemos a los Consejos de Contribuyentes del
Ministerio de Hacienda en el contexto de la
Administración Pública Federal, para que se tenga
la exacta dimensión del alcance de los actos y de
las decisiones que de ellos emanan. El Primer, el
Segundo y el Tercer Consejo de Contribuyentes
son órganos segregados en función delanaturaleza
del tributo que a cada uno compite juzgar. Siendo
así, importa decir que quien os habla es Presidente
del Primer Consejo de Contribuyentes, a quien
cabe también presidir los tres Grupos de \a Cámara
Superior de Recursos Fiscales, instancia especial
de juicio al que nos referiremos después.

Podemos entonces definir los Consejos de
Contribuyentes del Ministerio de Hacienda como
órganos de la Administración Pública Federal con a
competencia de revisar los actos practicados por
ella y que se refieran exclusivamente a cuestiones
tributarias, dentro de la óptica constitucional de que
al Poder Ejecutivo le compite promover el control
de la legalidad de los actos administrativos
practicados por sus funcionarios.

4. DE LA NATURALEZA DE LOS
CONSEJOS DE CONTRIBT|YENTES

La referencia que se hace a los Consejos de
Contribuyentes como siendo tribunales
administrativo-tributarios tiene el objetivo de
definirlos como tal, o sea, no se trata de tribunales
pertenecientes al Poder Judicial brasileño, sino al
Poder Ejecutivo, estando directamente
subordinados al Ministro de Estado de Hacienda.
Cabe destacar que el término "administrativo" no
alude al hecho de que estos órganos tendrían
competencia par a apreciar cuestiones relacionadas
con la administración pública, porque con tales
cuestionamientos no tienen ninguna relación.

En el texto constitucional, podemos decir que
no existe alusión directa en lo que se refiere a la
obligatoriedad de que una instancia de recurso de
juicio administrativo fuera instituida, sin embargo,
en la organización del contencioso y teniendo

como referencial el Poder Judicial, y, sobre todo,
observando el mandamiento constitucional inserido
en el inciso LV del art. 5o de la ley mayor, que
garantiza a los litigantes en proceso administrativo
el contradictorio y la amplia defensa, con los
medios y recursos a ella inherentes, la orientación
se orientó según el principio del doble grado de
jurisdicción. Siendo así, en la esfera federal,
compite a los Consejos de Contribuyentes juzgar
los recursos de decisión de primera instancia
administrativa.

5. DEL ALCANCE Y DE LOS EFECTOS DE
SUS DECISIONES.

Su condición de órgano judicante está
inserida en el proceso Administrativo Fiscal
Federal, instituido por el Decreto n 70.23511972
con la finalidad de regular el proceso
administrativo relativo a la determinación y a la
exigencia de créditos tributarios federales, de
prestamos compulsorios y de consulta sobre la
aplicación de la legislación tributaria federal,
comprendiendo, también, las cuestiones relativas a
los pedidos de restitución de indebidos fiscales, a la
compensación y a la exención tributarias, así como
las relacionadas con las operaciones de importación
y exportación.

El proceso Administrativo Fiscal visa la
garantia y el riguroso cumplimiento de la ley,
siendo importante señalar que la fase contenciosa
del proceso fiscal solamente se instala mediante el
inconformismo del contribuyente relativamente a la
pretensión de 1a administración de hacienda,
impuesta en la fase oficiosa del proceso, de donde
se concluye que la fase contenciosa del proceso
f,rscal nada más es que una revisión de su fase
oficiosa.

Los Consejos de Contribuyentes son, por lo
tanto, órganos del Ministerio de Hacienda,
subordinándose a la Constitución y a las leyes, no
teniendo, por 1o tanto, subordinación a las normas o
orientaciones administrativas expedidas por otros
órganos de haciendas, a pesar de que deba
conocerlas y considerarlas en sus juicios,
debiéndose resaltar, también, que en la apreciación



de la materia que le compite. tienen predominio
sobre los demás órganos del Ministerio, entre los
cuales podemos citar a Secretaría de la Receita
Federal (Administración Impositiva) y la
Procuraduría-General de Hacienda Nacional.

En lo que se refiere a los efectos de sus
decisiones, las mismas no constituyen norrnas
complementarias de la legislación tributaria,
porque, hasta este momento, no existe ley que le
confiera la efectividad cle regla general con eficacia
normativa. La eficacia de sus sentencias estaría,
así, limitada exclusivamente al caso jtzgado y a las
partes inseridas en el proceso del que resultó la
decisión. Sin embargo, las decisiones reiteradas
sobre determinada materia tienen como
consecuencia natural el establecimiento de
jurisprudencia, que pasa a orientar las decisiones
futuras sobre materia relacionada. Tales sentencias
se prestan, también, a la caracterizaciín de una
eventual disensión jurisprudencial entre decisiones
de Cámaras de los Consejos, lo que permite la
interposición de recurso especial ante la Cámara
Superior de Recursos Fiscales.

6. DEL JUICIO NN PRIMERA Y SEGI.INDA
INSTANCIAS ADMINISTRATIVAS

Los Consejos de Contribuyentes constituyen,
pues, la vía administrativa de que dispone el sujeto
pasivo para encaminar su inconformismo, mediante
la interposición de recurso voluntario, frente a una
decisión proferida en primera instancia
administrativa por las Comisarías de Ia Receita
Federal (Administración Impositiva) de Juicio.
órganos inseridos en la estructura de la Secretaría
de la Receita Federal del Ministerio de Hacienda,
las cuales, aparir del 1"10812001, pasaron a tener
nafuraleza colegiada (no paritaria), a través de sus
Turnos de Juicio. Estas Comisarías, actualmente
dieciocho, están distribuidas entre las regiones del
país, en algunas de las unidades federadas,
obedeciendo a ciertas especialidades de juicio,

relativamente a la naturaleza del tributo.

El requisito legal para que el recurso
voluntario tenga continuación es el de que sea
hecho un inventario de bienes y derechos en el
valor equivalente a, como mínimo, el 30% del

monto del crédito tributario cuestionado, limitado
el inventario, sin pe{uicio del seguimiento del
recurso, al total del activo permanente de la
persona jurídica o al patrimonio de la persona
física, según el caso, existiendo también la opción
de hacer el referido depósito en moneda corriente
del país.

Es de competencia, también, de los Consejos
de Contribuyentes, jttzgar recursos de oficio
encaminados por las mencionadas Comisarías de la
Receita Federal (Administración Impositiva) de
Juicio DRJ, cuando el valor del crédito tributario
exonerado sobrepase el límite de competencia a
que están sometidas.

Las Cámaras de los Consejos y
Contribuyentes están integradas por ocho
consejeros, respetándose la paridad entre los
representes de Hacienda Nacional y los de los
contribuyentes, cabiendo la presidencia del
Colegiado a un representante de hacienda y la
vicepresidencia a la representación de los
contribuyentes. Cabe subrayar eue, habiendo
empate en la votación, prevalece la tesis abrazada
por el presidente, porque éste tiene en sus manos el
llamado voto de calidad.

Corresponde subrayar que el Primer Consejo
de Contribuyentes está integrado por ocho
Cámaras, cabiéndole juzgar los recursos de oficio y
voluntarios de decisión de primera instancia sobre
la aplicación de la legislación referente al impuesto
sobre la renta e ingresos de cualquier naturaleza,
adicionales, préstamos compulsorios a él vinculada
y contribuciones, observada la siguiente
distribución:

La Primera, Tercera, Quinta, Sétima y
Octava Cámaras, los relativos a la tributación de
persona jurídica y los relativos a la exigencia de la
contribución social sobre el lucro;

La Segunda, Cuarta y Sexta Cámaras, los
relativos a la tributación de persona física y a Ia
incidencia en la fuente. cuando los procedimientos

sean autónomos.
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En esta competencia se incluyen los recursos
voluntarios pertinentes a pedidos de rectificación
de declaración de rendimientos, la apreciación de
derecho de crédito de los referidos impuestos y
contribuciones, así como el reconocimiento del
derecho a la exención o inmunidad tributaria.

En 1o que se refiere al Segundo y al Tercer
Consejos de Contribuyentes, estos tribunales están
compuestos por tres Cámaras cada uno, siendo de
su competencia juzgar los recursos de oficio y
voluntarios de decisiones de primera instancia
sobre la aplicación de la legislación referente a
det erminados lributos.

Al Segundo Consejo de Contribuyentes:
Impuesto sobre Productos Industrializados (IPI),
inclusive adicionales y prestamos compulsorios
vinculados a él; Impuesto sobre Operaciones de
Crédito, Cambio y Seguro y sobre operacilnes
relativas a Títulos y Valores Mobiliarios, y ias
contribuciones para el Programa de Integración
Social y de Formación del Servidor Público
(PIS/Pasep) y para el Financiamiento de Ia
Seguridad Social (Cofins), así como la
contribución Provisoria sobre Movimiento o
Transmisión de Valores y de Créditos y de
Derechos de Naturaleza Financiera (CPMF) y la
aprehensión de mercaderías nacionales encontradas
en situación irregular.

Al Tercer Consejo de Contribuyentes:
Impuesto sobre la importación y la exportación;
aprehensión de mercaderías extranjeras
encontradas en situación irregular; clasificación
arancelaria de mercadería extranjera; cuestiones
relativas aI Sistema Integrado de Pago de
Impuestos y Contribuciones de las Microempresas
y de ias Empresas de Pequeño Porte (SIMPLES);
Impuesto sobre Propiedad Territorial Rural (ITR);
Contribución de Intervención en el Dominio
Económico y, finalmente, los tributos y prestamos
compulsorios y materia correlacionada no incluidos
en |a competencia juzgadora de los demás
Consejos o de otros órganos de la Administración
Federal.

7. DEL JUICIO EN INSTANCIA ESPBCIAL

iir.: ir.. *

Funcionando como instancia especial de
juicio, Ia Cámara Superior de Recursos Fiscales -

CSRF fue creada por el Decreto n" 83.304, del
2810311919, que le atribuyó competencia para
juzgar el recurso especial, en substitución al
Ministro de Hacienda. Establece el art. 5o de su
Reglamento lnterno, aprobado por la Disposición
Ministerial MF no 5511998, que compite a la
Cámara Superior de Recursos Fiscales juzgar
recurso especial interpuesto i) contra decisión no
unánime de la Cámara de Consejo de
Contribuyentes, cuando sea contraria a la ley o a la
evidencia de la prueba; y, ii) contra decisión quc de
a la ley tributaria una interpretación divergente le
la que le haya dado otra Cámara de Consejo de
Contribuyentes o la propia Cámara Superior de
Recursos Fiscales.

Cabe subrayar que el acceso a esta instancia
especial de juicio, con base en la primera hipótl:;,r
anteriormente referida (decisión no uná;:-ir!r;.' eil
contrariedad a la ley o a la evidencia de prueba), es
privativo de Hacienda Nacional, siendo el acceso
por la vía de \a disensión jurisprudencial
disponibilizada a las partes.

La Cámara Superior de Recursos Fiscales
posee la siguiente organización: I - Plenario; II -

Primer Turno; III Segundo Turno; y, fV - Tercer
Turno. El Plenario está integrado por los
Consejeros integrantes de los Turnos.

En su composición, ticl;n asiento el
Presidente y el Vicepresidente del Primer Consejo
de Contribuyentes, en la calidad de Presidente y
Vicepresidente de la Cámara, y también: cuando se
reúna el primer Turno, por los Presidentes y
Vicepresidentes de las demás Cámaras del Primer
Consejo de Contribuyentes, y, cuando se reúna el
Segunda o el Tercer Tumo, por los Presidentes y
Vicepresidentes de las Cámaras del Segundo o del
Tercer Consejo, según el caso.

Importa decir que el primer Tumo tiene en su
composición a dieciséis consejeros, porque el
Primer Consejo de Contribuyentes dispone de ocho
Cámaras, siendo que la composición, tanto del
Segundo como del Tercer Turno, es de ocho
consejeros, oriundos de cada una de sus tres



Cámaras, complementados por el Presidente y
Vicepresidente del primer Turno.

Cabe añadir que la decisión de la Cámara
Superior de Recursos Fiscales es definitiva en la
esfera administrativa de juicio, no coffespondiendo
un pedido de reconsideración. Mientras tanto, para
el sujeto pasivo, el derecho de discutir la materia en
el Poder Judicial, ya sea antes, durante o después
de la instauración de la lid administrativa y de su
consecuente juicio definitivo en dicha esfera, no
puede ser ignorado, a la ltz del precepto
constitucional contenido en el inciso XXXV del
art. 5o, de acuerdo con el cual la ley no excluirá de
la apreciación del Poder Judicial lesión o amenaza
de derecho. De esto se infiere que, para el sujeto
pasivo, las decisiones de los Consejos no hacen
cosa juzgada, no pudiendo decirse lo mismo con
relación a la Hacienda Nacional, porque la decisión
proferida emana de órgano revisor creado por la
propia administración a efectos del control de la
legalidad de los actos practicados por la misma.

8. DEL SISTEMA TRIBUTARIO NACIONAL
- TRIBUTOS FEDERALES, ESTADUALES Y

MI.INICIPALES

Para una mejor visualización del Sistema
Tributario Nacional, veamos cómo se presentan los
principales tributos y cuáles son los entes políticos

con competencia para cobrarlos.

Son federales, entre otros, los siguientes:
Impuesto a la Renta Persona Física (IRPF);

Impuesto a la Renta Persona Jurídica (IRPJ);

Impuesto sobre Productos Industrializados
(IPI);

Impuesto sobre Operaciones Financieras
(roF);

Impuesto Territorial Rural (ITR);
Impuesto de ExPorlación (IE);
Impuesto de ImPortación (II);

Contribución Social sobre el Lucro Líquido
(csLL);

Contribución para el Financiamiento de la
Seguridad Social (COFINS);

Contribución para el
lntegración Social (PIS);

Prosrama de

Contribución Provisoria sobre el Movimiento
Financiera (CPMF);

Contribución para la Seguridad Social.

Son estaduales y distritales los siguientes
impuestos:

Impuesto sobre la Circulación de
Mercaderías y Servicios (ICMS);

Impuesto sobre a Propiedad de Vehículos
Automotores (IPVA);

Impuesto sobre Transmisión Causa Mortis y

Donaciones de Cualquier Tipo de Bienes o
Derechos (ITCMD).

Los Municipios disponen de los impuestos
presentados a continuación:

Impuesto sobre Servicios de Cualquier
Naturaleza (ISS);

Impuesto Predial y Territorial Urbano
(IPTU);

Impuesto de Transmisión Inter Vivos de
Bienes lnmuebles.

9. DE LOS CONSEJOS DE

CONTRIBUYENTES EN EL ÁMBITO DE
LOS ESTADOS, DEL DISTRITO FEDERAL Y
DE LOS MT]NICIPIOS

Es necesario aclarar que los Consejos de
Contribuyentes del Ministerio de Hacienda no

constituyen los únicos tribunales administrativos de
juicio tributario existentes en el País. Tal como fue
afirmado, estos Consejos se restringen apenas a la

apreciación de las lides tributarias federales, siendo
que, como ya dijimos, la organización político-

administrativa del Brasil comprende a 27 Estados

Federados y un Distrito Federal, cuyos Estados son

i



subdivididos en Municipios. Siendo así, cabe a las
referidas unidades federativas y a la unidad
distrital, así como a las municipalidades, la
conducción de la solución de los litigios
relacionados con los tributos de su competencia.
Fueron creados, así, Consejos de Contribuyentes
estaduales y también en algunos Municipios.

IO. DE LOS OTROS TRIBTINALES
ADMINISTRATIVOS

Destacamos, también, la existencia de otros
tribunales administrativos, entre los cuales se
encuentran los siguientes :

Consejo Administrativo de Defensa
Económica - CADE, agencia judicante vinculada
al Ministerio de Justicia, que tiene como
atribuciones celar por la libre competencia,
difundir la cultura de la competencia por medio de
esclarecimientos al público sobre las formas de
infracción al orden económico y decidir sobre
cuestiones relativas a dichas infracciones;

Consejo de Recursos del Sistema Financiero
Nacional - CRSFN, órgano colegiado, de segundo
grado, vinculado al Ministerio de Hacienda, con las
atribuciones de juzgar en segunda y última
instancia administrativa los recursos interpuestos
de las decisiones relativas a las penalidades
administrativas aplicadas por el Banco Central de
Brasil, por la Comisión de Valores Mobiliarios y
por la Secretaría de Comercio Exterior, cabiéndole,
también, ltzgar recursos de oficio interpuestos por
los órganos de primera instancia, de las decisiones
que concluyan a favor de la no aplicación de las
penalidades previstas en la legislación;

Consejo de Recursos del Sistema Nacional
de Seguros Privados - CRSNSP, órgano colegiado,
integrante de la estructura del Ministerio de
Hacienda, teniendo como atribución juzgar, en
última instancia administrativa, los recursos de
decisiones de la Superintendencia de Seguros
Privados - SUSEP y del IRB - Brasil Resseguros
5.4., en los casos especificados en la legislación.

Consejo de Recursos de la Seguridad Social,
órgano colegiado integrante de la estructura del
Ministerio de la Seguridad Social, teniendo como
función básica mediar los litigios entre asegurados
o empresas y la Seguridad Social.

11. DE LAS CONSIDERACIONES
GENERALES SOBRE EL MODELO ACTUAL
_ SUS PI.JNTOS POSITTVOS

De lo expuesto se concluye que el modelo
actualmente en vigor, relativamente a la instancia
de recurso de juicio, mantiene la estructura básica
instituida en ocasión de su creación, a través del
Decreto n" 20.350/193 1.

Se observa también que el contencioso
administrativo-fiscal comprende dos instancias de
juicio, existiendo, también, una Cámara Superior
con la finalidad primordial de uniformizar la
jurisprudencia administrativa, en el ámbito de los
Consejos de Contribuyentes del Ministerio de
Hacienda, la cual es accionada cuando se registran
decisiones divergentes sobre idéntica maLeia,
caracteizando la existencia de disensión
jurisprudencial. Se trata, pues, de una instancia
especial, jamás de una tercera instancia de juicio
administrativo, como a primera vista podría
parecer.

Se concluye también, que la otra atribución
de la Cámara Superior de Recursos Fiscales
concierne a la oportunidad dada privativamente a la
Hacienda Nacional para que su pleito sea
reexaminado administrativamente, cuando entiende
y demuestra que la decisión recurrida, que no
puede haber sido proferida por unanimidad, o que,
en tesis, fuera contraria a la legislación tributaria o
a las pruebas que constan en los autos.

Sobre esta privacidad de acceso, cabe añadir
que, en la visión de parte de la doctrina, esta sería
una compensación que se estaría dando a la Unión,
en función de su imposibilidad de acceder al poder
Judicial para apelar contra decisiones promulgadas,
en su contra, por los Consejos de Contribuyentes.
En otra línea, se hace hincapié en que, al dictar esta
exclusividad de acceso a la instancia especial, se
estaría hiriendo el derecho del sujeto pasivo, en



detrimento del principio de la isonomía. En suma,
esta es una cuestión que ha suscitado
cuestionamientos sobre los cuales todavía no se ha
legado a un consenso.

Algunos de los puntos positivos evidenciados
por el actual modelo merecen ser destacados, tales
como:

l. la celeridad de la prestaciónjurisdiccional,
porque con relación a la vía judicial, el crédito
tributario cuestionado administrativamente, salvo
raras excepciones, aguarda mucho menos tiempo
para serjuzgado, siendo que al contribuyente, en la
hipótesis de una decisión en su contra, le
correspondería, si su iniciativa fuera la de apelar al
Poder Judicial, enfrentar los trastornos que
ciertamente advendrán en su empeño, con miras a
la reforma de decisión exhaustivamente discutida
en tribunal administrativo especializado, enjuicio
llevado a efecto con la observancia de los
principios fundamentales del contradictorio, de la
amplia defensa y del debido proceso legal.

Más aún. Al optar por la vía judicial, el
contribuyente estaría sometiéndose al risco de, no
obteniendo el éxito deseado, incurrir en pesadas
costasjudiciales, inclusive a los encargos derivados
de sucumbir.

Tales hechos demuestran que la tendencia
natural es la de que el Poder Judicial solamente sea
accionado en los casos en que el sujeto pasivo de la
obligación tributaria tenga la firme convicción de
que su derecho no habria sido debidamente
apreciado en la esfera administrativa de juicro.

Por otro lado, la misma celeridad es
verificada cuando se discute materia que representa
crédito del sujeto pasivo ante la Hacienda
Nacional, como, por ejemplo, en los casos de
repetición de indebido;

2. la seguridad en lo que se refiere al acierto
de la decisión, porque frente a la forma en que se
procesa el juicio, en sesiones abiertas al público,
facultándose a palabra al represente de las partes
para, queriendo, efectuar defensa oral, aliada al
hecho de que fal apreciación es hecha por

consejeros especializados, garantizándose
repres entaci ón p aritaria entre lo s repres entantes del
Estado y los de la iniciativa privada, evidencia que
es remota la posibilidad de juicio equivocado. Es
importante resaltar que el propio Reglamento
Interno de los Consejos instrumentaliza las partes
en confrontación para proponer el saneamiento de
eventuales fallas ocurridas en la apreciación del
hecho, como, entre otros medios, por la vía de los
embargos declaratorios;

3. El respeto a los fundamentales principios
del contradictorio, de la amplia defensa y del
debido proceso legal, en consonancia con 1o que
dispone el art. 5o de la Constitución Federal, que
asegura, en el inciso LIV que "nadie será privado
de la libertad o de sus bienes sin el debido proceso
legal", y, en el inciso LV, que "a los litigantes, en
proceso judicial o administrativo, y a los acusados
en general son asegurados el contradictorio y la
amplia defensa";

Resulta evidente, tal como quedó
demostrado, que el derecho del sujeto pasivo, de
cuestionar el acto practicado por la autoridad de la
administración tributaria, puede ser plenamente
ejercido ante los órganos jueces administrativos;

4. la informalidad del proceso administrativo
fiscal, que tiene como objetivo posibilitar que el
ciudadano común tenga acceso fácrl y práctico a la
discusión de lo que considera ser su derecho,
inclusive dispensando la obligatoriedad de ser
representado por abogado. Alejándose de los
formalismos exacerbados que disciplinan el acceso
al Poder Judicial en el Derecho brasileño, el
proceso fiscal releva pequeñas incorrecciones de
forma, de tal modo que no se rechacen actos de
defensa y recursos mal cualificados. Esta tolerancia
sería inconcebible en el proceso judicial,
pudiéndose afirmar que no siempre preterir
formalidades, a pesar de que sean obligatorias, en
el proceso administrativo-fiscal, conduciría a la
inexorable nulidad del proceso o del acto procesal
respectlvo.

Se alían a estos beneficios las prerrogativas
del sujeto pasivo en el sentido de que sea admitida
presentación de pruebas y argumentos adicionales,



inclusive después de que la decisión de primer
grado haya sido proferida, así como la de que no
haya ocurrido la preclusión de las razones de
defensa no presentadas en la fase de impugnación
del proceso, todo en homenaje al principio de la
informalidad.

En este punto merece consideración el hecho
de el proceso administrativo-fiscal tramita
prácticamente sin costo financiero pafa el
interesado, característica altamente significativa
para países en que el común de la población carece
de recursos financieros a la altura de los altos
costos demandados por la búsqueda de la tutela
judicial.

I2.  CONCLUSIÓN.

Sin embargo, la vía administrativa de juicio
tributario-fiscal ha demostrado ser un útil y
vigoroso instrumento puesto a disposición del
Estado moderno para la solución de los conflictos
derivados del ejercicio de su poder de imperio, en
Ia búsqueda incesante de los recursos materiales
necesarios para la manutención de la máquina
administrativa y la realización de las inversiones
necesarias y esenciales para la implantación de las
políticas públicas que le son propias, con miras a la
atención plena de las necesidades básicas de la
población y la viabilización del crecimiento y
desarrollo del país.

Es indiscutible que la evolución de las
relaciones del ciudadano con el Estado tiende a
suceder sobre bases lo más simplificadas posible,
hecho que sugiere la disponibilizactón de medios
que satisfagan las partes en confrontación, con el
cuidado, obvio, de que esta simplificación no
represente un perjuicio parala sociedad.

Es en esta éptica que situamos el presente
estudio, orientado básicamente hacia el proceso
Administrativo-Fiscal en la esfera federal,
resaltando el vigente modelo instalado en nuestro
País y trayendo a la ltz, a título de análisis de sus
antecedentes, el camino que fue trillado en los
diversos momentos vividos en la conducción de la
política tributaria por parte del poder instalado en

cada una de las fases de la historia de esta ioven
nación iberoamericana.

Es oportuno subrayar las dificultades
surgidas en la búsqueda del ideal de implantación
de sistemas tributarios más abiertos y, por 1o tanto,
más cercanos del ideario democrático de la justicia
fiscal, mereciendo resaltar que estos sistemas
facilitan la vida del ciudadano y además, agilizan el
alcance del objetivo final propuesto, que es el
ingreso del numerario que sea debido, de derecho y
de hecho, a los cofres públicos.

Que se preste atención a la importancia de la
profundización de los estudios relacionados con la
solución de las lides tributarias, porque esta
profundización se reviste de imporlancia vital para
todos los países del mundo contemporáneo, de
cuya influencia no se puede hurtar.

Esta son las consideraciones que pensamos
que son pertinentes para el debate y la apreciación
de los ilustres señores y señoras aquí presentes,
como forma de presentarles una visión general del
modelo brasileño de solución administrativa de las
lides tributarias, lógicamente sin a pretensión de,
en esta simple presentación, suponer que sea
posible agotar el tema.

Manoel Antonio Gadelha Dias

Presidente del Primer Consejo de
Contribuyentes de Brasil



rgentina

Como fue anunciado previamente en la
editorial de la presente edición, el 28 de abril de
2005, se cumple el cuadragésimo quinto
aniversario de1 nacimiento del Tribunal Fiscal de la
Nación de Argentina, mismo que fue creado por la
Ley 15.265, cuyo texto a continuación se reproduce
y del cual se desprende que dicho órgano de
impartición de justicia, fue creado como una
entidad revisora de las decisiones administrativas
dentro de la orbita del Poder Eiecutivo.

Por tal motivo, externamos nuestras mas
amplias felicitaciones al Presidente del Tribunal
Fiscal de la Nación de Argentina, Doctor Ignacio
Josué Buitrago.

LEY 15.265

Proyecto de la Comisión de Presupuesto y

Hacienda en base a proyectos de los diputados
Caggiano y Vinciguena y del Poder Ejecutivo,
considerado y aprobado por 1a Cámara de
Diputados en la sesión del22 de diciembre de 1959
(D.ses.Dip. 1959, ps. 6320 y sigts.) y por el Senado

en la sesión del29 de diciembre de 1959 (D. Ses.

Sen. 1959, ps,3213 y sigts.)

Ley 15.265 Creación del Tnbunal Fiscal;
procedimient o (8. 0.27 I I I 60).

CAPITULO I - De la organización Y
competencia de los tribunales fiscales y actuación
ante ellos.

Art. 1o.- Créase un Tribunal Fiscal para

entender en los recursos y demandas que se
interpongan con relación a los impuestos y
sanciones que aplicare la Dirección General
Impositiva en ejercicio de los poderes fiscales que
le acuerda la ley 11.683 (1.o.1959 y en el recurso
especial establecido en los arfs. 12, inc, 5o, 40 y 4l
de esta ley.

Art. 2o.- El Tribunal Fiscal tendrá su sede en
la Capital federal, pero podrá actuaÍ, constituirse y

sesionar en cualquier punto de la República, a cuyo
efecto podrá delegar funciones en uno o varios de
sus miembros. A propuesta de la Secretaria de
Hacienda, el Poder Ejecutivo podrá crear otros
tribunales fiscales de estructura similar en distintas
ciudades del país, o aumentar el número de
miembros del de la Capital Federal, cuando
resultare conveniente para la mejor protección de
los derechos de los contribuyentes.

Art. 3'.- El Tribunal Fiscal estará constituido
por un presidente y cinco vocales. El presidente
deberá ser abogado y los vocales, tres de ellos
abogados y dos doctores en ciencias económicas,
todos argentinos, de treinta o más años de edad.

Art. 4" El presidente y los vocales del
tribunal serán designados por el Poder Ejecutivo,
previo concurso de antecedentes que acrediten
competencia en cuestiones tributarias.

A su vez el presidente designará anualmente
cuál de los vocales debe sustituirle en caso de
ausencia, excusación o impedimento.

Art. 5o Los miembros del tribunal sólo
podrán ser removidos previa decisión de un jurado

presidido por el procurador del Tesoro de la Nación
e integrado con cuatro miembros abogados y con
10 años de ejercicio en la profesión, nombrados
anualmente por el Poder ejecutivo a propuesta de
los colegios o asociaciones profesionales de

abogados. La causa se formará obligatoriamente si

existe acusación del Poder Ejecutivo o del
presidente del tribunal y sólo por decisión del



jurado si la acusación tuviera cualquier otro origen,
El jurado dictará noñnas de procedimiento que
aseguren el derecho de defensa y el debido trámite
de la causa. Son causas de remoción: a) Mal
desempeño de sus funciones;

b) Desorden de conducta;

c) Negligencia reiterada que dilate la
sustanciación de los procesos;

d) Comisión de delitos cuyas penas afecten
su buen nombre y honor;

e) Ineptitud;

0 Violación de
incompatibilidad.

Ias norrnas sobre

Las funciones de los miembros del iurado
serán ad honórem.

Art. 6o.- Los miembros del tribunal no
podrán ejercer el comercio, realizar actividades
políticas o cualquier actividad profesional, salvo
que se tratare de la defensa de los intereses
personales, del cónyuge, de los padres o de los
hijos, ni desempeñar empleos públicos o privados,
excepto la comisión de estudio 0 la docencia. Su
retribución será igual a la de los jueces de la
Cámara Nacional de Apelación en 1o Federal,
correspondiente a la sede del tribunal. El presidente
gozará, además, de un suplemento mensual
equivalente al I0% del sueldo de los demás
miembros.

I^rt. 7".- Los miembros del Tribunal Fiscal
no serán recusables, pero deberán excusarse de
intervenir en los casos previstos en la legislación
federai de procedimientos, supuesto en el cual
serán sqstituidos por los miernbros restantes que
designe én cada caso el presidente del tribunal, si
éste aceptare la excusación invocada. La
excusación del presidente será resuelta por el
tribunal.

4fi. 8o.- Para celebrar las audiencias de vista
de la causa o los acuerdos para dictar sentencia el
tribunal quedará válidamente integrado, en cada
caso, con el presidente y dos miembros que él

designará de acuerdo con el reglamento del
procedimiento. Cuando el presidente 1o juzgare
necesario para unificar jurisprudencia, Ia causa será
resuelta por el tribunal en pleno. En este supuesto
el presidente tendrá doble voto en caso de empate.
Cualquier miembro actuará como vocal instructor
de la causa por designación del presidente.

Art. 9o.- Todos los términos de esta ley serán
de días hábiles y se suspenderán durante el período
anual de feria del tribunal.

Art. 10.- El presidente del tribunal dictará
reglas de procedimiento que complementen las
disposiciones de esta ley, a fin de dar el proceso la
mayor rupidez y eficacia. Dichas reglas serán
obligatorias para el tribunal y las personas que
actúen ante é1, desde su publicación en el Boletín
Oficial y podrán ser modificadas por el presidente
para ajustarlas a las necesidades que la práctica
aconseJe.

Art. 11.- El presidente del tribunal tendrá,
además, facultades para:

a) Proponer al poder Ejecutivo La
designación de los secretarios y del personal que
prevea el presupuesto de gastos del tribunal,

b) Conceder licencias con goce de sueldo
o sin é1, en las condiciones que autoricen las
disposiciones administrativas, a los miembros del
tribunal, así como también a los secretarios y
demás personal,

c) Formular anualmente el proyecto de
presupuesto del tribunal,

d) Representar al tribunal y suscribir sus
comunicaciones;

{rt. 12.- El Tribunal Fiscal será competente
para conocer;

1) De los recursos de apelación contra las
resoluciones de la Dirección General Impositiva
que determinen impuestos o sus accesorios, en
forma cierta o presuntiva, por un importe superior a
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m$n.4.000;

2) De los recursos de apelación contra las
resoluciones de la Dirección General Impositiva
que impongan multas superiores a mgn. 4.000 ó
sanciones de otro tipo;

3) De los recursos de apelación contra las
resoluciones denegatorias de las reclamacicnes de
repetición de impuestos formuladas ante la
Dirección General Impositiva y de las demandas de
repetición que se entablen directamente ante el
tribunal.

4) De los recursos por retardo en la
resolución de las causas radicadas antelaDirección
General Impositiva;

5) Del recurso de amparo a que se refieren
los arts. 40 y 4L

Art. 13.- En la instancia ante el tribunal los
interesados podrán actuar personalmente, por
medio de sus representantes legales, o por
mandatario especial, el que acreditará su calidad de
tal, mediante simple autorización certificada por el
secretario del tribunal o escribano público.

{rt. 14.- La representación y patrocinio ante
el tribunal se ejercerá por las personas autorizadas
para acfuar en causas judiciales. Tales funciones
podrán ser desempeñadas además, por doctores en
ciencias económicas o contadores públicos,
inscriptos en la respectiva matricula y por las
personas que, acreditando haber realizado farea
técnico-impositivas por más de 5 años, en las
condiciones que determinará el Poder Ejecutivo,
son autorizadas, por esta sola vez, a inscribirse ante
el tribunal en un lapso que aquél fijará a tal efecto.

4fi. 15.- El tribunal, el vocal instructor y
los miembros llamados parala vista y decisión de
la causa, tendrán facultad para aplicar sanciones a
lar partes y demás personas vinculadas con el
proceso, en caso de desobediencia o cuando no
presten la adecuada colaboración para el rápido;
y efrcaz desarrollo del proceso. Las sanciones
pueden consistir en llamados de atención,
apercibimientos o multas hasta de m$n. 2.000 y

cuando se refieran a profesionales, serán
comunicadas a la entidad que ejerza el poder
disciplinario de la profesión.

La resolución que imponga multa deberá
cumplirse dentro del tercer día, bajo
apercibimiento de seguirse la vía de apremio por
el procedimiento federal. Las resoluciones que
apliquen las sanciones a que se refiere este
artículo serán apelables dentro de igual plazo ante
la cámara nacional (sala en 1o contencioso
administrativo, en su caso) pero el recurso se
sustanciará con la apelación de la sentencia
definitiva.

Art. 16.- Las audiencias serán publicas,
salvo que el tribunal estimare que se viola el
secreto del art. 100 de la lev I 1.683.

{rt. 17.- Las formas que establece esta ley
en cuanto a la oralidad de los procedimientos o la
intervención personal de los miembros, deberán
cumplirse bajo pena de nulidad sin posibilidad de
confirmación. La nulidad podrá ser invocada por
cualquiera de las partes, en cualquier estado del
proceso.

A-rt. 18.- El Tribunal Fiscal tiene amplias
facultades para establecer la verdad de los hechos
y resolver el caso independientemente de lo
alegado por las partes, impulsando de oficio el
procedimiento.

CAPITULO II.- De
recursos.

1.- Del recurso de
determinación de impuestos
multas.

las acciones y

apelaciones por
y aplicación de

Art. 19.- Serán apelables ante el Tribunal
Fiscal las resoluciones de la Dirección General
Impositiva que determinen impuestos y sus
accesorios en forma cierta o presuntiva o
impongan multa, cuando la obligación de pago
que unas u otras establezcan exceda de m$n.



4.000. Si la determinación tributaria y la
imposición de multa se decidieran
conjuntamente, la resolución integra podrá
apelarse cuando cualquiera de dichos conceptos
supere la cantidad indicada. En cualquier caso el
afectado puede recurrir sólo por uno de esos
conceptos.

Art. 20.- EI recurso se interpondrá por
escrito ante el Tribunal Fiscal dentro de los 15
días de notificada la resolución administrativa.
Deberá expresar todos los agravios del apelante y
ajustarse a los requisitos de forma y condiciones
que establezca el reglamento del tribunal.

Art. 21.- La interposición del recurso
suspenderá la intimación de pago respectiva,
salvo por laparte que el contribuyente consintiera
expresamente en su escrito, la que deberá
cumplirse en la forma establecida por la ley.

fut. 22.- Cuando se apelare una
determinación tributaria, quedará suspendido el
recurso de los recargos del art. 42 de la ley
11.683, y en su lugar se devengará, hasta el
momento de cumplirse la sentencia condenatoria
del tribunal, un interés equivalente al que cobre la
dirección general, al tiempo de la apelación, en
las prórrogas para el pago de impuestos.

El fallo del tribunal podrá eximir
expresamente de dicho interés al contribuyente, si
estimare que tenía fundadas razones para
considerar improcedente el impuesto.

Cuando el tribunal juzgare que la apelación
es manifiestamente improcedente, podrá disponer
que, sin perjuicio del interés antes mencionado,
se liquide el recargo hasta el momento del fallo,
que podrá aumentar hasta en un 50%. Cuando no
pueda liquidarse el recargo por tratarse de
impuestos cuya ley respectiva no establezca ese
tipo de sanción, se aplicará el interés previsto en
el primer páxrafo aumentado en uno o dos tantos.

1'rt. n.- Se dará traslado del recurso a la
Dirección General Impositiva por 30 días para
que 1o conteste y acompañe el expediente

administrativo.

Si la repartición no contestare en término,
quedará detenido el recurso de los intereses
previstos en el arL 22.

Arf.24.- A pedido del apelante, el tribunal
hará un nuevo emplazamiento a la Dirección
General Impositiva por el término de l0 días,
bajo apercibimiento de dar por extinguida la
pretensión fiscal cuestionada en la apelación, la
que no podrá hacerse valer en el futuro con
relación a los mismos hechos.

El emplazamiento será dispuesto de oficio
por el tribunal después de 60 días de vencido el
término para contestar la apelación.

En ambos casos se notificará
simultáneamente el emplazamiento a la
Secretaría de hacienda, en la persona del
secretario o del subsecretario.

Art. 25.- Producida la contestación de la
Dirección General Impositiva, las partes tendrán
10 días prorrogables por decisión común, a fin de
llegat a un acuerdo por escrito, que presentarán
ante la secretaría del tribunal, sobre los siguientes
aspectos:

a) Contenido preciso y naturaleza de la
materia en litigio;

b) Cuestiones previas cuya decisión
pondría fin al litigio o permitiría resolverlo
eventualmente sin necesidad de orueba:

c) Hechos que
reconocidos.

se tengan por

{rt. 26.- En atención a las cuestiones y
hechos invocados, el vocal instructor designado
para el caso dispondrá el trámite que deba
imprimirse a la causa.

{rt. 27 .- De no producirse el acuerdo sobre
los hechos, el vocal instructor resolverá en
audiencia con las partes todo lo relacionado con
la prueba a producirse, con facultad para exigir



de cualquiera de ellas una prueba determinada
bajo apercibimiento de tener por existentes los
hechos a que esa prueba se refiera.

Art. 28.- Las diligencias de prueba se
tramitarán directa y privadamente entre las partes
o sus representantes, y su resultado se
incorporará al proceso.

El vocal instructor prestará la asistencia del
tribunal para asegurar el efecto indicado,
allanando los inconvenientes que se opongan a la
realización de las diligencias y emplazando a
quienes fueren remisos en prestar su
colaboración. El vocal instructor tendrá a ese
efecto, como en general, el tribunal, para el caso
dejuzgarlo necesario, la facultad que el art.4l de
la ley 11.683 acuerda a la Dirección General
Impositiva, parahacer comparecer a las personas

ante el tribunal.

Art. 29.- Los pedidos de informes a las
reparticiones públicas podrán ser requeridos por
las partes y sus representantes, con certificación
del secretario sobre la existencia de la causa.

Deberán ser contestados por funcionario
autonzado, con aclaración de firma, el que deberá
comparecer ante el tribunal si éste o el vocal
instructor lo consideraran necesario, salvo que

designare otro funcionario especialmente
autorizado a tal efecto.

La Dirección General Impositiva deberá
informar sobre el contenido de resoluciones o
interpretaciones aplicadas en casos similares al
que motive el informe.

Art.30.- Terminado el período de prueba el
vocal instructor cerrará la instrucción, y sí las
partes no estuvieran de acuerdo en tener por
probados los hechos invocados, fijará audiencias
para \a vista de la causa por el tribunal en el
primer día hábil disponible que figurarse en una
agenda pública llevada a efectos 30 días después
del cierre de la instrucción.

Sin perjuicio de lo disPuesto
precedentemente, dicha audiencia tendrá lugar,

siempre que lo pidiere alguna de las partes o lo
dispusiere el tribunal, para que se debatan o
esclarezcan las cuestiones en litigio.

En la agenda a que se refiere este artículo
sólo se anotarán con los efectos previstos en el
art. 48, las audiencias para la producción de
prueba de la causa.

Art. 31.- Hasta el momento de dictar
sentencia podrá el tribunal disponer las medidas
para mejor proveer que estime oportunas,
inclusive cuando existiere acuerdo sobre los
hechos. Podrá disponer medidas periciales por
intermedio de funcionarios que proporcionará la
Dirección General Impositiva, que a tales efectos
actuarán bajo su exclusiva dependencia.

M^ 32.- A la audiencia para la vista de la
causa concurrirán las partes o sus representantes,
los peritos que hubieren dictaminado, el
funcionario responsable de la determinación del
impuesto o que pueda informar sobre ella y los
testigos citados. La audiencia se desarrollará en
la forma y orden que disponga el tribunal, el que
requerirá las declaraciones o explicaciones que
estime pertinentes, sin sujeción a formalidad
alguna, con tal que versaren sobre la materia en
litigio. En el mismo acto las partes o sus
representantes alegarán oralmente sobre la prueba
producida y expondrán las razones de derecho.

fut. 33.- La falta de comparecencia de las
partes a las audiencias podrá dar lugar a que se
tengan por admitidas las pretensiones de la
contraria, si el tribunal lo estimare procedente.

Art. 34.- El reglamento establecerá la
forma en que se dejará constancia en el
expediente de los dichos o circunstancias que el
tribunal estime convenientes.

fut. 35.- Si el tribunal resolviere pasar a
cuarto intermedio, continuará la audiencia hasta
terminar con la vista de la causa en el rjía



siguiente y sucesivos, con habilitación de horas,
si fuere necesario.

2.- De la acción y del recurso de
repetición.

Art. 36.- Cuando el contribuyente en el
caso de pago espontáneo ejerciendo la opción que
le acuerda el art.74 de la ley 11.683, apelara de
la resolución administrativa recaída en el reclamo
por repetición, 1o hará ante el Tribunal Fiscal en
la forma y condiciones establecidas para las
demás apelaciones y a cuyo procedimiento
quedará sometida.

Si la Dirección General Impositiva no
evacua en término el traslado previsto en el arl.
23, el apelante podrá solicitar al tribunal que
disponga un nuevo emplazamiento por l0 días,
con la notificación prevista en el art. 24, bajo
apercibimiento de tenerse por reconocido el
derecho del contribuyente a\ impuesto q.ue
reclama.

El mismo procedimiento regirá para las
demandas directas ante el Tribunal Fiscal, pero el
término para contestarlas será de 60 días.

Art. 37.- En los casos de repetición de
impuesto, los intereses comenzarán a coffer
contra el fisco desde la interposición ante el
tribunal del recurso o de la demanda, según fuere
el caso.

Art. 38.- En el caso de que un
contribuyente no hubiere formalizado recurso
alguno contra la resolución que determinó el
impuesto y aplicó la multa, podrá comprender en
la demanda de repetición que deduzca por el
impuesto la multa consentida pero tan solo en la
parte proporcional al impuesto cuya repetición se
persigue.

3.- Del recurso por demora.

Art. 39.- Transcurrido el plazo previsto en
eI art.74,29 pánafo de la ley 11.683, sin que se
dicte resolución administrativa, el interesado
podrá interponer recurso ante el Tribunal Fiscal
para que éste se aboque al conocimiento del
asunto, en cuyo caso se seguirá, el procedimiento
establecido para la apelación; ello sin perjuicio
del derecho de optar por la demanda ante la
justicia nacional, de acuerdo con lo previsto en el
art. 7 5, inc. C), de la ley I 1 .683.

4.- Recurso de amparo.

Art. 40.- La persona individual o colectiva
pe{udicada en el normal ejercicio de un derecho
o actividad por demora excesiva de los
empleados administrativos en realizar un trámite
o diligencia a cargo de la Dirección General
Impositiva, podrá requerir la intervención del
Tribunal Fiscal de amparo de su derecho.

Art. 41.- El tribunal, si 1o juzgare
procedente en atención a la naturaleza del caso,
requerirá del funcionario a cargo de la Dirección
General Impositiva, que dentro de breve plazo
informe sobre la causa de la demora imputada y
forma de hacerla cesar. Contestado el
requerimiento o vencido e\ plazo para hacerlo,
podrá el tribunal resolver lo que corresponda para
garantizar el ejercicio del derecho del afectado,
ordenando en su caso la realización del trámite
administrativo o liberando de él al particular,
mediante el requerimiento de la garantía que
estime suficiente.

CAPITULO m. De la sentencia del
tribunal.

{rt. 42.- La sentencia del tribunal será
dictada por mayoría absoluta de votos. Las costas
serán en el orden causado pero a petición de
parte, frjará el tribunal los honorarios de los
profesionales intervinientes, aplicando los
aranceles visentes.



Art.- 43.- La sentencia no podrá declarar la
falta de validez constitucional de la ley tributaria,
ni del decreto reglamentario aplicado; pero podrá,
en cambio, aplicar la jurisprudencia de la Corte
Suprema de Justicia de la nación que haya
declarado la inconstitucionalidad de las norrnas
tributarias.

Art. 44.- El tribunal Fiscal podrá declarar
en el caso concreto, que la interpretación
ministerial o administrativa aplicada no se ajusta
a la ley interpretada. En el primer supuesto, la
sentencia será notificada a la Secretaría de
Hacienda.

fut. 45.- Si la sentencia del tribunal
decidiere una de las cuestiones previas que no,
ponen fin al litigio, en la misma se citará a las
partes a una audiencia a realizarse ante el vocal
instructor, para que se provea lo conducente a la
producción de la prueba sobre la cuestión de
fondo. La posibilidad de apelar de dicha
sentencia quedará postergada hasta la apelación
de la sentencia definitiva que ponga fin al litigio.

Art. 46.- El tribunal podrá practicar en la
sentencia la liquidación del impuesto y
accesorios y frjar el imporle de la multa o si lo
estimare conveniente, podrá dar las bases
precisas para ello, ordenando a la Dirección
General Impositiva que practique la, liquidación
en el plazo que fijare, bajo apercibimiento de
atenerse a la que presentare el contribuyente.

Art. 47.- El tribunal dictará la sentencia,
definitiva dentro de los plazos que se indican a
continuación, contados desde la fecha de
presentación del acuerdo a que se ref,tere el art.
25, o a falta de éste, desde que se pidiera en el
expediente el nombramiento del vocal instructor:

a) Si no hubiere hechos controvertidos,
90 días;

b) Si los hubiere, 150 días;

c) Si se debieron resolver cuestiones

previas, 180 días.

fut. 48.- Los plazos antes señalados se
prorrogarán:

l) Por el tiempo corrido desde el
vencimiento del plazo de 30 días previsto en el
art. 30, hasta el día de la audiencia para la vista
de la causa;

2) Por acuerdo de partes;

3) Cuando el presidente, por resolución
dictada e en el expediente, autonzase un
plazo mayor de 60 días para producir la prueba a
que se refiere los arts. 27 y siguientes;

4) Cuando el Poder Ejecutivo
resolviere de modo general establecer términos
mayores en atención al cúmulo de trabajo que
pesare sobre el tribunal, demostrado por
estadística que le someterá el presidente. El
reglamento que dictará ei presidente establecerá
los términos en que deberán cumplirse las
diversas etapas del procedimiento, de modo que
las causas se ventilen dentro de los plazos
generales antes establecidos.

Art.49.- Notificada la sentencia, las partes
podrán solicitar dentro de 48 horas hábiles, que
se aclaren ciertos conceptos oscuros o se
subsanen errores materiales.

Art. 50.- Los responsables o infractores
podrán interponer el recurso de revisión y de
apelación limitada a que se refiere el art. 85 de la
ley 1 1.683, para ante la cámara nacional
competente, dentro de 15 días de notificárseles la
sentencia dei tribunai y, con sujeción a lo
dispuesto en el artículo siguiente, igual derecho
tendrá la Dirección General Impositiva. No
interpuesto el recurso, la sentencia pasará en
autoridad de cosa juzgada y deberá cumplirse
dentro de 15 días de quedar firme.

Art. 51.- La Dirección General Impositiva
tendrá derecho d,e apelar de la sentencia, siempre



que el escrito del recurso se acompañare con
autorización escrita para el caso dado, emanada
del subsecretario de Hacienda. A ese fin, el
director general de la repartición recaudadora
presentará ante el mencionado funcionario un
informe fundado sobre la conveniencia de apelar
del fallo del Tribunal Fiscal.

{rt. 52.- La apelación de las sentencias del
tribunal se concederá en ambos efectos salvo la
de aquellas que condenaren el pago de impuestos
y accesorios, que se otorgará en el solo efecto
devolutivo. En ese caso, si no se acreditare el
pago de lo adeudado dentro del plazo de 15 días
desde la notificación de la sentencia o desde la
modificación de la resolución que apruebe la
liquidación practicada, el secretario expedirá de
oficio una constancia de deuda y la remitirá a la
Dirección General Impositiva a los efectos de su
cobro.

Art. 53.- El escrito de apelación se limitará
a la mera interposición del recurso. Dentro de los
15 días subsiguientes a la fecha de su
presentación, el apelante expresará agravios por
escrito ante el Tribunal Fiscal, el que dará
traslado a la otra parle para que la conteste por
escrito en el mismc¡ término, vencido el cual,
ha;ra o no contestación, se elevarán los autos a la
cámara nacional (sala en lo contencioso
administrativo, en su caso), sin más
sustanciación, dentro de las 48 horas siguientes.

Art. 54.- En el caso de que la sentencia no
contuviere liquidación del impuesto y accesorios
que mandase pagar al contribuyente, el piazo
para expresar agravios se contará desde la fecha
de notificación de la resolución que apruebe la
liquidación.

CAPITULO IV.- Disposiciones generales.

Art.55.-lncorpóranse las disposiciones de
esta ley, como título único, a Ia ley I i.683.

Art. 56.- El poder Ejecutivo podrá extender
la competencia de los tribunales fiscales que
organiza la presente ley a otros impuestos que los
indicados en el art. 1o Queda también autorizado
para modificar la suma que el art. 19 establece
como condición para apelar de las resoluciones
de la Dirección General Imoositiva.

Art. 57.- Contra las resoluciones que la
Dirección General Impositiva dictare después de
la instalación del Tribunal Fiscal, los particulares
podrán interponer ante éste los recursos y
demandas que la presente ley autoriza, los que en
tal caso producirán los efectos que en ella se
determinan.

CAPITULO V.-
transitorias.

Disposiciones

Art. 58. El Tribunal Fiscal quedará
instalado dentro del término de 60 días de
promulgada la presente ley. El Poder Ejecutivo
podrá nombrar una comisión organizadora para
que, en el término que se le fijare, dicte la
reglamentación del procedimiento y proponga a
aquél las medidas que considere convenientes
para el mejor funcionamiento del tribunal.

CAPITULO VL- Modificaciones a la ley
I 1.683, texto ordenado.

fut. 59 Sustituyese los rr i : .  23.,26.,62" 63"
65 ,J0 , ' 71 , ' 72 ,74 ,75 ,85  y  91  de  l a  l e ; l  1 i . ; i i - !  . i "
O. En 1959) por los siguientes:

{rt. 23 Cuando no se hayan presentado
declaraciones juradas o resulten impugnables las
presentadas, la dirección procederá a determinar
de oficio la obligación impositiva, sea en forma
directa por el conocimiento cierto de la materia
imponible, sea mediante estimación, si los
elelnentos conocidos sólo permiten presumir la
existencia y magnitud de aquélla.



El procedimiento de determinación sobre
base cierta se iniciará con una vista al
contribuyente de las impugnaciones o cargos que
se formulen, para que en el término de 15 días
prorrogable a su pedido, formule por escrito su
descargo y ofrezca o presente las pruebas que
hagan a su derecho, Evacuada la vista o
transcurrido el término señalado, se dictará
resolución fundada que determine el impuesto e
intime su pago dentro del plazo de 15 días. Dicha
resolución podrá ser recurrida, a opción del
contribuyente, por recurso de reconsideración
ante la misma dirección general o por apelación
ante el Tribunal Fiscal competente. A falta de
recurso de resolución quedará frrme y deberá
cumplirse dentro de los 15 días de notificada.
Igual efecto tendrá la decisión admrnistrativa que
recaiga en el recurso de reconsideración
interpuesto.

El contribuyente que pagare el impuesto
requerido por resolución de la dirección general,
sin haber apelado ante el Tribunal Fiscal,
conservará la acción para la repetición posterior
del gravamen.

La determinación administrativa del
impuesto, cierta o presuntiva, no podrá ser
modificada, en contra del contribuyente, en
aquellos aspectos que hayan sido objeto de
pronunciamiento expreso de los funcionarios que
hayan actuado como jueces administrativos, por
aplicación de nuevas interpretaciones de las
nofinas impositivas a por el empleo de otros
procedimientos técnicos en la liquidación del
gravamen. Podrá en cambio ser modificada, aun
en dichos aspectos, cuando surjan nuevos
elementos de juicio o se compruebe la existencia
de error, omisión o dolo en la exhibición o
consideración de los que sirvieron de base a la
determinación anterior (cifras de ingresos,
egresos, valores de inversión y otros).

Las liquidaciones y actuaciones
practicadas por los inspectores y demás
empleados que intervienen en la fiscalización de
los impuestos, no constituyen determinación
administrativa de aquellos, la que sólo compete a
los funcionarios que ejercen las atribuciones de
jueces administrativos (arts. 10, inc. B) y I l).

Art. 26.- La determinación sobre base
presunta quedará firme a los 15 días de notificada
la resolución respectiva, si dentro de dicho
término no se interpusiere recurso de
reconsideración ante la dirección general o de
apelación ante el Tribunal competente. A falta de
uno u otro recurso, la resolución que recaiga
deberá cumplirse dentro, de los 15 días de su
notificación. Igual efecto tendrá la decisión
administrativa que recaiga en el recurso de
reconsideración interpuesto.

Si la estimación resultare inferior a la
realidad, quedará subsistente la obligación del
contribuyente de así denunciarlo y satisfacer el
impuesto correspondiente al excedente, bajo pena
de las sanciones de esta ley y sin perjuicio de la
nueva determinación de oficio que haga la
dirección general en las condiciones previstas en
elart.23,pánafo 4o.

Art. 62.- Se suspenderá por un año el curso
de la prescripción de las acciones y poderes
fiscales:

1) Desde la fecha de intimación
administrativa de pago de impuestos
determinados, cierta o presuntivamente, con
relación a las acciones y poderes fiscales para
exigir el pago intimado. Cuando mediare recurso
de apelación ante el Tribunal Fiscal la suspensión
se prolongará hasta 60 días después de la
sentencia del mismo que determine el impuesto o
de la resolución que apruebe la liquidación
practicada en su consecuencia y hasta el importe
del impuesto liquidado;

2) Desde la fecha de la resolución del
recurso de reconsideración interpuesto contra una
multa superior a m$n. 100, con respecto a la
acción penal. Si la multa fuere recurrida ante el
Tribunal Fiscal, el término de la suspensión se
contará desde la fecha de la resolución recurrida,
hasta 60 días después de la sentencia del mismo.

Art. 63.- La prescripción del derecho a
exigir el pago del impuesto determinado se
intemrmpirá:



1) Por el reconocimiento expreso o
tácito de la obligación impositiva.

2) Por renuncia al término corrido de
la prescripción en curso;

3) Por el juicio de apremio iniciado
contra el contribuyente o responsable en los
únicos casos de tratarse de impuestos
determinados en una sentencia del Tribunal
Fiscal debidamente notificada o en una
intimación o resolución administrativa
debidamente notificada y no recurrida por el
contribuyente; o, en casos de otra índole, por
cualquier acto judicial tendiente a obtener el
cobro de lo adeudado.

En los casos de los incs. I y 2 el nuevo
término de prescripción comenzará a correr a
partir del 19 de enero siguiente al año en que las
circunstancias mencionadas ocurran.

Art. 65.- La prescripción de la acción de
repetición del contribuyente o responsable se
intemrmpirá por la deducción del recurso
administrativo de repetición ante la dirección
General Impositiva o por la Interposición de la
demanda de repetición ante el Tribunal Fiscal. En
el primer caso, el nuevo término de la
prescripción comenzará a coffer a partir del 1" de
enero siguiente al año en que se cumplan los 3
meses de presentado el reclamo. En el segundo,
el nuevo término comenzará a correr desde el 1o
de enero siguiente al año en que venza e7 término
dentro del cual el Tribunal Fiscal debe dictar
sentencia.

Art. 70.- Practicadas las diligencias de
prueba, el sumario quedará cerrado y deberá el
juez administrativo dictar resoiución motivada, la
que podrá notificarse por carta certificada con
aviso especial de retorno, acompañándose copia
de sus fundamentos.

Cuando las infracciones surgieren con
motivo de impugnaciones u observaciones
vinculadas a la determinación del impuesto, la
multa deberá aplicarse en la misma resolución
que determina un tributo. Si así no ocurriere, se

entenderá que la dirección general no ha
encontrado mérito para imponer multa por
diferencias de impuesto, con la siguiente
indemnidad del contribuvente ;

fut.71.- Contra las resoluciones que
impongan multas o determinen los impuestos y
accesorios en forma cierta o presuntiva, o se
dicten en reclamos por repetición de impuestos,
en los caos autorizados por el art. 74, segundo
pánafo, los infractores o responsables podrán
interponer a su opción, dentro de los 15 días de
notificados de la resolución:

a) Recurso de reconsideración ante la
Dirección General Impositiva que deberá
deducirse ante ésta o las oficinas en el interior de
la República mediante presentación directa del
escrito o por entrega al Correo en carta
certificada con aviso especial de retorno;

b) Recurso de apelación ante el Tribunal
Fiscal competente, cuando fuere viable.

{rt. 72.- Si en el término señalado en el
artículo anterior no se interpusiere algunos de los
recursos autorizados, las resoluciones se tendrán
por firmes. En el mismo caso, pasarán en
autoridad de cosa juzgada las resoluciones sobre
multas y reclamos por repetición de impuestos.

Art. 74.- Los contribuyentes y demás
responsables tienen acción para repetir los
impuestos y sus accesorios que hubieren abonado
de más, ya sea espontáneamente o a
requerimiento de la dirección general.

En el primer caso deberán interponer
reclamo ante ella. Contra la resolución
denegatoria podrá el contribuyente interponer el
recurso de reconsideración previsto en el art. 7l u
optar, dentro de los 15 días de la notificación,
entre apelar ante el Tribunal Fiscal o interponer
demanda contenciosa ante la justicia nacional de
primera instancia. Aláloga opción tendrá si no se
dictare resolución dentro de los 3 meses de
presentarse el reclamo.



Si el impuesto se pagare en cumplimiento
de una determinación cierta o presuntiva de la
repartición recaudadora, la repetición se deducirá
mediante demanda que se interponga, a opción
del contribuyente, ante el Tribunal Fiscal o ante
la justicia nacional.

La reclamación del contribuyente por
repetición de impuestos facultará a la dirección
para verificar lamateia imponible por el período
fiscal a aquélla se refiere, aunque estuvieran
prescriptas las acciones y poderes fiscales y dado
el caso, para determinar y exigir el impuesto que
resultare adeudarse, hasta la medida del importe
que se pretenda repetir.

Cuando a raíz de una verificación fiscal en
la que se modifique cualquier apreciación sobre
un concepto o hecho imponible determinando
impuesto a favor de la dirección, se compruebe
que la apreciación rectificada ha dado lugar a
pagos improcedentes o en exceso por el mismo u
otros gravámenes, la Dirección General
Impositiva compensará los importes pertinentes,
aun cuando la acción de repetición se hallare
prescripta.

Art. 75.- Podrá interponerse demanda
contra el fisco nacional ante el juez nacional
respectivo siempre que se cuestione una suma
mayor de m$n. 500:

a) Contra las resoluciones dictadas en los
recursos de reconsideración en materia de multas;

b) Contra las resoluciones dictadas en
matena de repetición de impuestos y sus
reconsideraciones;

c) En el supuesto de no dictarse resolución
administrativa, dentro de los plazos señalados en
los arts. 73 y 74 en caso de sumarios instruidos o
reclamaciones por repetición de impuestos.

En los supuestos de los incs. a) y b) la
demanda deberá presentarse en el perentorio
término de 15 días a contar de la notificación de
la resolución administrativa.

Art. 85.- La cámara nacional competente
enrazón de la materia tributaria cuestionada y" en

su caso, de la sede del Tribrural Fiscal
intervinente, lo será por entender, siempre que se
cuestione una suma mayor a m$n 4000;

a) De las apelaciones que, dentro de los 5
días siguientes a la notificación, se interpusieron
contra la sentencias de los jueces de primera
instancia dictadas en materia de repetición de
impuestos y aplicación de multas,

b) De los recursos de revisión y apelación
limitada contra las sentencias dictadas por el
Tribunal Fiscal en materia de impuestos y de
multas;

c) De los recursos por retardo de justicia
del Tribunal Fiscal.

En el caso del inc. B) la Cámara:

1".) Podrá, si hubiera violación manifiesta
de las formas legales en el procedimiento ante el
Tribunal Fiscal, declarar la nulidad de las
actuaciones y devolverlas al tribunal, con
apercibimiento, salvo que en atención a la
naturaleza de la causa, juzgare más conveniente
abrirla a prueba ante la misma,

2'.) Resolverá el fondo del asunto teniendo
por válidas las conclusiones del tribunal sobre la
existencia de los hechos probados, sin perjuicio
de cualquier medida que adoptare para mejor
proveer.

En el caso del inc. c) es condición para la
procedencia del recurso que hayan transcurrido
l0 días desde la fecha del escrito de cualquiera de
las partes urgiendo la sentencia no dictada por el
Tribunal Fiscal en el plazo legal. Presentada la
queja, con copia de aquel escrito, la cámara
requerirá del tribunal que dicte pronunciamiento
dentro de 15 días desde la recepción de oficio.
Vencido el término sin dictarse sentencia, la
cámara solicitará los autos y se abocará al
conocimiento del caso, el que se regirá entonces
por el procedimiento establecido por la ley 50,
para los recursos de apelación concedidos
libremente, produciéndose en la instancia toda la
prueba necesaria.

Toda vez que la queja resultare justificada
la Cámaru pondrá el hecho en conocimiento del
presidente del jurado a que se refiere el art. 5o de



la ley respectiva. De igual manera procederá en
los casos que llegaren a su conocimiento, cuando
resultare del expediente que la sentencia del
Tribunal Fiscal no ha sido dictada dentro del
término correspondi ente.

Art .91.-  El  cobro judicial  de los
impuestos, intereses y reoargos y de las multas
ejecutoriadas se hará por la vía de apremió
establecida en el título XXV de la ley 50,
sirviendo de suficiente título a tal efecto la boleta
de deuda expedida por la Dirección General
Impositiva o por el Tribunal Fiscal, en los casos
del art. 52 dela ley respectiva. En este juicio sólo
podrán oponerse las excepciones de pago y
espera documentados, prescripción e inhabilidad
del titulo, basada exclusivamente en vicio de la
forma de la boleta de deuda o9 en no haberse
observado, en el procedimiento de determinación
del impuesto los actos y términos procésales
establecidos en los arts. 23,24 y 26 de esta ley;
pero no podrá oponerse la nulidad de una
sentencia del Tribunal Fiscal, la que sólo podrá
ventilarse por la vía autonzada por el art. 85.

Art. 60.- El gasto que demande el
cumplimiento de esta ley se hará de rentas
generales con imputación a la misma hasta tanto
se incluya en la ley general de presupuesto.

Art. 61.- Comuníquese" etcétera.

Sanción: 29 diciembre 1959.

Promulgación: 14 enero 1960

exrco

El pasado 13 de noviembre de 2004 el H.
Congreso de la Unión de la República Mexicana
aprobó diversas modificaciones a las leyes
fiscales las cuales entraron en vigor el lo de enero
de 2005, las modificaciones mas relevantes son
las siguientes:

Respecto del impuesto sobre la renta se
estábleció que las personas moraies que reciban
dividendos de subsidiarias residentes en el
extranjero podrán acreditar el impuesto sobre la
renta pagado por dichas subsidiarias aún cuando
éstas estén ubicadas hasta un segundo nivel
corporativo y siempre que sean residentes en un
país con el que se tenga un acuerdo de
intercambio amplio de información y se cumplan
requisitos sobre tenencia accionaria.

Una de las reformas más relevantes para
el 2005 es la relativa a la disminución de la tasa
del impuesto sobre la renta que pasó de la tasa de
32%io a la del 30oA, estableciéndose que los
contribuyentes que se dediquen exclusivamente a
las actividades agrícolas, ganaderas, pesqueras o
silvícolas que en el año 2004 tenían una
reducción del impuesto del 50% ahora tendrán
una reducción en e1 impuesto del46.67%.

En cuanto a los regímenes fiscales
preferentes, apartir del I' de enero de 2005, por
los ingresos de fuente extranjera, indistintamente
del territorio en donde se generen, los
contribuyentes mexicanos que participen directa
o indirectamente en la entidad o persona que los
genere, deberán reconocer dichos ingresos en
México, aunque no hayan recibido el pago de
dividendo alguno, cuando no estén grabados en el
extranjero o en la tasa del impuesto
efectivamente pagado sea menor al 75%o del

+.'4.



Impuesto Sobre la Renta que se causaría y
pagana en México.

Por lo que hace alaLey de Ingresos de la
Federación, en términos generales, continúan
vigentes los estímulos fiscales previstos en 2004
y además de dichos estímulos se otorga uno a la
importación def,rnitiva o a la enajenación al
público en general de automóviles híbridos
(impulsados por baterías eléctricas y motores de
combustión interna), por el equivalente al
impuestos sobre automóviles nuevos, así como
un estímulo a la adquisición de diesel marino
especial para su consumo final que sea utilizado
como combustible en embarcaciones destinadas
al desarrollo de actividades propias de la marina
mercante, por el impuesto especial sobre
producción y servicios correspondiente.

Resulta relevante, señalar en este
apariado que el pasado 14 de diciembre, la
Cámara de Senadores aprobó la Ley Federal de
Responsabilidad Patrimonial del Estado que entró
envigor el I'de enero de 2005.

_ Este ordenamiento tiene por objeto dar
plena efectividad al Sistema de responsabilidad
del Estado cuando cause daños y perjuicios a un
gobemado en sus bienes y derechos que no
tengan obligación de soportar, como
consecuencia de la actividad administrativa
irregular del Estado; contemplan los
lineamientos, requisitos y características de los
daños resarcibles; los supuestos de imputabilidad
al Estado; las bases para la cuantificación del
daño; las relaciones de causalidad entre el daño y
la actividad del Estado; el procedimiento de
reclamación para exigir la indemnizaciones
resarcitorias, así como los medios de
impugnación administrativa y jurisdiccional, En
este último punto cabe destacar que dicha ley
otorga competencia al Tribunal Federal de
Justicia Fiscal y Administrativa, para resolver los
procedimientos de responsabilidad pattimonial,
iniciados por la reclamación interpuesta por la
parte interesada.

Este sistema permite al afectado
demandar directamente al Estado. va no en forma

subsidiaria, sino como primer obligado, a cubrir
la totalidad de la indemnizaciín cuando haya
causado un daño al particular, con esto México
da un gran paso en materia de reparación del
daño, ai establecer que las disposiciones de la ley
sean aplicables para cumplir con las
recomendaciones y fallos de la Comisión y de la
Corte Interamericana de Derechos Humanos,
respectivamente, cuando se refieran al pago de
indemnizaciones por responsabilidad
internacional. En suma, esta ley representa un
gran avance para el sistema jurídico mexicano,
dotándolo de mayor equidad y justicia.

"Al trabajar en pos de su propio interés, el
índividuo promueve el bien de la sociedad de una
forma mós efectiva que cuando tiene intención de
promoverlo. "

Adam Smith.

"El concepto de libertad dentro de la ley
descansa sobre la noción de que, al obedecer las
leyes, entendidas estas como reglas abstractas
erigidas sin considerar slt aplicación a nuestro
caso particular, no estamos sujetos a la voluntad
de otra persona, y somos por lo tanto libres. "

F.A. Hayela


